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De tenor similar fue la queja 20/7942 en que la intervención del Ente Público vino motivada por la 
constatación de que se estaba produciendo una situación de vulneración de derechos de una menor 
de edad (maltrato de una niña por parte de su madre drogodependiente), siendo así que ante dicha 
situación de desprotección el expediente conducente a su declaración de desamparo se inicia más de 
seis meses después de haber sido recibido el informe con propuesta de desamparo procedente de los 
servicios sociales comunitarios, período de tiempo que ha de considerarse excesivo habida cuenta los 
indicadores de desprotección que se relataban en dicho informe. Y aunque se haya de ponderar que 
en la tramitación administrativa del expediente hubiera podido tener cierta incidencia las medidas 
adoptadas por la Administración Autonómica en sus oficinas administrativas como consecuencia de 
las sucesivas prórrogas del estado de alarma por la pandemia COVID-19, estos efectos no podían ser 
excusa para la excesiva demora acumulada en la tramitación de este expediente, circunstancia que 
entra en contradicción con las previsiones del artículo 18.1 del Decreto 42/2002, de 12 de febrero, 
regulador del Régimen de Desamparo, Tutela y Guarda de Menores, el cual determina que la situación 
de desprotección en que se encuentren los menores habrá de dar lugar a la inmediata intervención de 
la Administración de la Junta de Andalucía, a fin de prestar la atención que requieran.

Así pues, conforme a los hechos expuestos, formulamos Recomendación ante la Delegación Territorial 
de igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de Sevilla de que se revisen las actuaciones realizadas en 
el expediente de protección de la menor señalada en la queja a fin de que en supuestos similares se 
eviten dilaciones en la adopción de medidas de protección que evitarían prolongar el daño inherente a 
su situación de desprotección.

3.1.2.8.2  Ejercicio de la tutela por parte del Ente Público

Conforme a nuestro Código Civil el ejercicio de la tutela de un menor por parte del Ente Público 
comporta una serie de obligaciones semejantes a las que serían exigibles a sus progenitores, y 
además con el arquetipo de diligencia que sería usual en un “buen padre de familia”.

En relación con tales obligaciones tramitamos la queja 20/3396 en la que 
a madre de un menor tutelado por el Ente Público nos decía que su hijo 
padecía un problema en su mandíbula de carácter degenerativo y que si no se 
solucionaba con prontitud, mediante un tratamiento de ortodoncia, requeriría 
con el tiempo de una solución quirúrgica nada deseable y muy traumática 
para el menor.

Manifestaba que al estar tutelado su hijo por la Administración Pública 
correspondía a quien ejercía su tutela preocuparse por su estado de salud y 
realizar las acciones necesarias para satisfacer sus necesidades, entre ellas 
las relativas a garantizar sus cuidados de salud. Es por ello que al ver cómo 
pasaba el tiempo sin ninguna actuación encaminada a solucionar su problema 
solicitó la intervención de esta Defensoría.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos de la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación de Sevilla la emisión de un informe al respecto, en el cual de forma sucinta se venían a relatar 
las incidencias acaecidas en las unidades administrativas competentes para gestionar los expedientes 
conducentes al pago de gastos extraordinarios ocasionados por menores en acogimiento familiar. Se 
aludía al cambio de estructura administrativa en la Delegación Territorial, a las contingencias derivadas 
de las medidas restrictivas de movilidad derivadas de la pandemia por la COVID-19, y a la dificultad 
técnica para gestionar pagos a través de la aplicación informática Giro. Culminaba el informe señalando 
lo siguiente: “... En el caso que nos ocupa, los pagos de gastos extraordinarios no se han abordado ya que se 
ha dado prioridad a los pagos remunerados de las familias acogedoras que llevaban meses sin abonarles sus 
pagos. Estamos a la espera que se refuerce a la Delegación Territorial de los recursos humanos necesarios 
y así poder atender todas las necesidades de las familias sin retrasos, aunque seguimos trabajando para 
poder llegar y realizar todos los atrasos ...”
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Tras analizar los hechos resaltamos que la queja en cuestión llegó a conocimiento de esta Defensoría 
en mayo de 2020, y que habiendo transcurrido más de un año desde entonces el problema del menor 
seguía sin encontrar atisbo de solución.

A tales efectos recalcamos que la resolución administrativa mediante la que se declara el desamparo 
de un menor produce, conforme a lo establecido en el artículo 172.1 del Código Civil, el doble efecto 
de atribuir a la Administración la tutela del menor y por otra parte, la suspensión de la patria potestad 
de sus progenitores. A partir de ese momento, la Administración deviene responsable de la guarda 
del menor sobre el que ejerce la tutela, debiendo adoptar las medidas de protección que en su interés 
considere más convenientes para garantizar sus derechos y satisfacer sus necesidades.

Los artículos 172 ter y 173 del Código Civil prevén que la guarda pueda realizarse mediante acogimiento 
familiar, lo cual supone que la Administración confíe el menor a una persona o personas que asumen 
el ejercicio de su guarda y, por tanto, quedan legalmente obligadas a velar por el menor que tienen 
acogido, tenerlo en su compañía, alimentarle, educarle y procurarle una formación integral pero, eso sí, 
siempre bajo la vigilancia, asesoramiento y ayuda de la Administración que ejerce su tutela, que es la 
última responsable de satisfacer todas sus necesidades.

Y en este punto hubimos de recalcar, tal como insistía la madre del menor en reiterados contactos con 
esta Institución, que la familia que tenía en acogimiento familiar a su hijo venía actuando de forma 
diligente y que ante el grave problema mandibular que padecía su hijo venían solicitado de forma 
reiterada a la Administración que asumiera el coste del tratamiento médico que éste requería, sin que 
hasta esos momentos se hubiera satisfecho esta petición.

Es por ello que formulamos una Recomendación a la mencionada Delegación Territorial para que se 
realizasen las actuaciones necesarias para agilizar el pago de los gastos extraordinarios necesarios para 
que el menor recibiera el tratamiento médico que solventase su problema mandibular.

La citada Delegación Territorial dio respuesta a nuestra resolución en sentido favorable, señalando que 
se había aprobado una resolución de reconocimiento de prestación económica a favor del menor de 
referencia.

Otra de las cuestiones recurrentemente abordadas por esta Defensoría 
en relación con el ejercicio de la tutela pública de un menor guarda 
relación con la decisión que ha de adoptar el Ente Público en relación 
a la autorización y materialización de visitas por parte de familiares y 
allegados.

Suele ser frecuente que la familia se queje por la escasez de las visitas, por 
considerar que debían tener mayor frecuencia y duración, y que también 
discrepen de la restricción o controles de los contactos telefónicos.

Así en la queja 20/8538 la familia extensa de un menor tutelado por el Ente 
Público e interno en un centro de protección solicitaba nuestra intervención 
para que se facilitase una mejor relación del menor con sus familiares. De 
manera especial se lamentaban de que no se autorizase al menor pasar el 
día de Navidad con su familia, pues consideraban que dicha decisión había 

perjudicado su estabilidad emocional y no se ha acordado atendiendo a su supremo interés.

A este respecto el Ente Público vino a justificar su intervención en función de la obligada restricción 
de contactos personales derivados de la pandemia por COVID-19, ello añadido a incidentes graves 
protagonizados por el menor, en concreto abandonos del centro sin autorización con consumo de drogas, 
por lo que se valoró que el menor tenía aún que avanzar en este aspecto para poder llevar a cabo una 
salida sin la supervisión del equipo técnico del centro.

No obstante, el menor recibió una visita supervisada en las vísperas de Navidad, atendiendo a la necesidad 
tanto de aquel como de la familia de poder verse en unas fechas tan señaladas. Dicha visita fue llevada a 
cabo en Málaga, ya que ante la imposibilidad por parte de la familia de desplazarse a Córdoba, el equipo 
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psicoeducativo del centro consideró oportuno trasladarse con el adolescente al lugar de residencia de 
la familia extensa, donde se encontró con sus familiares, especialmente con sus hermanas pequeñas.

Connotaciones diferentes tenía la queja 21/6108 puesto que en este caso la menor fue tutelada por el 
Ente Público e ingresada en un centro de protección por decisión de un Juzgado y la madre se quejaba 
de que el Ente Público no le permitiese visitarla y que tampoco se lo autorizase a sus hermanas.

Tras interesarnos por el caso la Delegación Territorial de Igualdad Políticas Sociales y Conciliación de 
Córdoba nos informó que la decisión del juzgado derivó de un procedimiento civil en el que el padre 
reclamaba que se hiciese efectivo el derecho a ejercer la guarda y custodia de su hija. Ante las dificultades 
para hacer cumplir su resolución el juzgado acordó que la menor ingresase en un centro de protección, 
que se suspendieran las visitas con ambos progenitores y que se trabajase con la niña para prepararla 
para el retorno con su padre, quedando la reanudación de la relación con sus progenitores a expensas 
de la información que al respecto emitiesen los profesionales del centro.

Con el fin de dar cumplimiento al objetivo fijado por el Juzgado se inició una intervención psicosocial 
con la menor, a través del Equipo Técnico del centro en coordinación con la Unidad de Salud Mental 
Infanto Juvenil del Hospital de referencia, sin que hasta esos momentos se hubiese llegado a alcanzar 
los objetivos que permitirían retomar las relaciones familiares, siempre teniendo en cuenta el interés 
superior de la menor.

Otro ejemplo lo tenemos en la queja 21/7037 en la que la interesada nos decía que su hijo estaba 
tutelado por el Ente Público y lo tenía acogido su hermano. Se quejaba del escaso régimen de visitas 
que le habían concedido. Alegaba que por su corta edad el menor necesitaba una relación estrecha con 
su madre, siendo así que la legislación prevé que en la medida de lo posible se mantengan los vínculos 
familiares y por ello venía solicitando, sin éxito, que fuese ampliado el régimen de visitas.

En este caso la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de Sevilla justificó su 
decisión por haber detectado que la madre una conducta de instrumentalización al menor que interfería 
gravemente en el desarrollo psicoemocional del niño, todo ello por trasmitirle mensajes erróneos en 
cuanto a los motivos del desamparo y la inminencia de una reagrupación familiar.

Por todo ello la propuesta técnica del equipo técnico fue que la relación con su progenitor se redujese 
a una visita mensual, con una hora de duración y bajo supervisión técnica. Dicha propuesta, una vez 
aprobada por la Comisión Provincial de Medidas de Protección fue notificada a la madre quien interpuso 
en el juzgado de familia una demanda de oposición contra la misma.

3.1.2.8.3  Acogimiento familiar

La legislación prevé que al adoptar alguna medida de protección sobre un menor se otorgue prioridad, 
siempre que fuera posible y favorable para él, a aquella que permita su permanencia en su entorno 
familiar, primando por tanto el acogimiento familiar sobre el residencial, y tratándose de acogimiento 
familiar el acogimiento en familia extensa sobre familia ajena.

Entrando en las cuestiones abordadas en las quejas relativas a acogimiento familiar nos referiremos 
en primer lugar a la problemática asociada a la compensación de los gastos derivados del 
compromiso que asume la familia acogedora con el menor. Así en la queja 19/3154, el interesado 
se lamentaba porque aún no había obtenido respuesta a su solicitud de remuneración del acogimiento 
familiar de sus nietas, siendo así que sus circunstancias económicas familiares eran muy limitadas y 
dicha ayuda económica le resultaba indispensable para proporcionar a las menores los cuidados que 
éstas requerían.

Al dar trámite a la queja la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de Cádiz 
vino a recalcar que su intervención se ajustó a lo establecido en el artículo 17 de la Orden de 11 de febrero 
de 2014, según el cual el inicio del procedimiento para la concesión de dicha prestación económica se 
inicia a propuesta del Servicio de Protección de Menores, una vez que cuenta con una propuesta de 

https://defensordelmenordeandalucia.es/le-aprueban-la-prestacion-economica-por-acogimiento-familiar-en-familia-extensa-que-estaba-pendiente
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